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Sánchez Ramos, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de abril de 2021. 

Luego de una vista evidenciaria, el Tribunal de Primera 

Instancia (“TPI”) denegó una solicitud de la defensa de suprimir la 

identificación de un acusado, producto de una rueda de 

confrontación (line-up).  Por las razones que se exponen a 

continuación, en el ejercicio de nuestra discreción, declinamos la 

invitación de la defensa a intervenir con la decisión recurrida. 

I. 

Luego de los correspondientes trámites, el Sr. Wilfredo Molina 

Rivera (el “Peticionario” o “Acusado”) fue acusado, en lo pertinente, 

de secuestro, agresión sexual mediante el empleo de violencia, robo 

y violación a la Ley de Armas. 

A finales de noviembre de 2019, el Acusado presentó una 

Moción de Supresión de Identificación (la “Moción”).  Señaló que la 
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rueda de confrontación (la “Rueda”), realizada en mayo de 2018 y 

producto de la cual la víctima identificó al Acusado, había sido 

“ilegal, irrazonable, sugestiv[a] y no confiable”.  Adujo que, de 

conformidad con lo declarado por la víctima en la vista preliminar, 

ella había “identificado a otra persona previo a [la] rueda de 

confrontación”. 

El 11 de febrero de 2021, y luego de una vista evidenciaria que 

se extendió durante varios días de señalamientos, el TPI notificó una 

Resolución (la “Resolución”) mediante la cual denegó la Moción.  El 

TPI expuso que, en la Rueda, la Víctima identificó “rápidamente” al 

Acusado como la persona que la violó; que esta declaró que “nunca 

olvidaría el rostro del atacante”, y que estaba “100% segura de que 

se trata del atacante”.   

El TPI concluyó que la defensa no había establecido que 

hubiese sugestividad de parte del Estado en la forma que se condujo 

la Rueda o que hubiese mediado vicio alguno en dicho proceso; 

además, dicho foro resaltó que la Rueda se realizó a menos de cuatro 

meses de los hechos, y que la víctima tuvo de 35 a 45 minutos, 

durante los hechos, para observar sin impedimento a su agresor.  El 

TPI consignó que no tenía pertinencia el que, antes de la Rueda, la 

víctima hubiese identificado por otros medios al Acusado como su 

agresor, ello en vista de que dicho suceso ocurrió sin intervención 

del Estado.  Finalmente, el TPI subrayó que la confiabilidad de la 

prueba impugnada corresponderá al juzgador de hechos en el juicio, 

en el cual el Acusado tendrá la oportunidad de contrainterrogar la 

prueba del Ministerio Fiscal. 

El 26 de febrero, el Acusado solicitó reconsideración al TPI, lo 

cual fue denegado mediante una Resolución notificada el 9 de 

marzo.   

El 8 de abril, el Acusado presentó el recurso que nos ocupa.  

Sostiene que no tuvo la oportunidad, en la vista de supresión, de 
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contrainterrogar a los testigos del Ministerio Público.  Expuso que, 

antes de la Rueda, la víctima había identificado como su agresor a 

una persona distinta al Acusado, y que la investigación se había 

centrado en el Acusado solo luego de que el esposo de la Víctima le 

mostrase a ella una foto del Acusado.  La defensa aduce que, a la 

luz de lo anterior, la identificación del Acusado no es confiable. 

II. 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 

917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal revisor tiene la facultad de expedir 

el recurso de manera discrecional, por tratarse de ordinario de 

asuntos interlocutorios.  Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse de manera razonable, procurando siempre lograr una 

solución justiciera.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

98 (2008); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40 (“Regla 40”), establece los criterios a 

examinar para ejercer nuestra discreción, al disponer lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:    
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho.   
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.   
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.   
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.   
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(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 

y una dilación indeseable en la solución final del litigio.   
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  

 

La denegación de una petición de expedición del auto de 

certiorari no impide a la parte afectada reproducir su planteamiento 

en apelación. Torres Martínez, supra. 

III. 

Una de las etapas más esenciales o críticas en el 

procedimiento criminal es la identificación del acusado.  No puede 

haber una convicción sin prueba que “conecte” o “señale” al 

imputado de delito, fuera de duda razonable, como el responsable 

de los hechos delictivos que se le imputan.  En el proceso criminal, 

para que la persona acusada de la comisión de un crimen pueda 

tener un juicio justo e imparcial, el Estado debe garantizarle que su 

identificación como autor del delito imputado es confiable y legítima, 

tal como lo exige el Artículo II, Sección 11, de la Constitución del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Véase, por ejemplo, Pueblo v. 

Gómez Incera, 97 DPR 249, 252 (1969), seguido en Pueblo v. 

Rodríguez Maysonet, 119 DPR 302, 309 (1987).  Incluso, la falta de 

una identificación confiable constituye una violación al debido 

proceso de ley del acusado.  Pueblo v. Hernández González, 175 DPR 

274, 286 (2009).      

El Estado puede utilizar varias formas para identificar a los 

sospechosos de la comisión del acto delictivo investigado.  Pueblo v. 

Ramos Álvarez, 122 DPR 287 (1988).  En virtud de ello, en aquellos 

casos en que la víctima o el testigo del delito imputado no conozca 

al sospechoso, el procedimiento más aconsejable para su 

correcta identificación lo es una rueda de detenidos, según lo 

dispuesto en la Regla 252.1 de las de Procedimiento Criminal, 34 

LPRA Ap. II, R. 252.1.  Sin embargo, el mero hecho de que no se 

celebre dicho procedimiento, por haberse efectuado la 



 
 

 
KLCE202100424    

 

5 

correspondiente identificación mediante métodos alternos, no tiene 

el efecto automático de anular el mismo.  Pueblo v. Robledo, 127 

DPR 964 (1991); Pueblo v. De Jesús Rivera, 113 DPR 817 

(1983).  Una identificación eficaz es aquella que goza de suficiente 

garantía de confiabilidad, criterio sujeto a las circunstancias 

particulares que concurran en el caso de que trate.  Pueblo v. 

Hernández González¸ 175 DPR 274 (2009); Pueblo v. Mejías¸ 160 

DPR 86 (2003); Pueblo v. Torres Rivera, 137 DPR 630 (1994); Pueblo 

v. De Jesús Rivera, supra.  Es por esta razón que una identificación 

extrajudicial puede estar revestida de legalidad y es igualmente 

válida, si la misma cumple con la limitación impuesta por la 

norma.  Pueblo v. Rodríguez Román, 128 DPR 121 (1991).      

Para evaluar la confiabilidad de una identificación y por ende, 

la admisibilidad de la misma, se deberán examinar los siguientes 

criterios: 1) oportunidad del testigo de observar al acusado en el 

momento en que ocurre el acto delictivo; 2) grado de atención del 

testigo; 3) corrección en la descripción; 4) nivel de certeza en la 

descripción en la identificación y; 5) el tiempo transcurrido entre el 

crimen y la confrontación.  Pueblo v. Hernández González¸ supra; 

Pueblo v. Mejías, supra; Pueblo v. Rodríguez Román, supra; Pueblo v. 

Rodríguez Maysonet, 119 DPR 302 (1987).  En esta labor, el juzgador 

de hechos está llamado a determinar si la prueba sometida, 

demuestra el grado de confiabilidad exigido, o si la misma presenta 

una identificación afectada por alguna conducta sugestiva que viole 

los derechos sustanciales del acusado.  Pueblo v. Torres Ramos, 121 

DPR 747 (1988); Pueblo v. Peterson Pietersz, 107 DPR 172 

(1978).  Por otro lado, y cónsono con lo anterior, debemos resaltar 

que es suficiente la evidencia directa de un testigo que le 

merezca entero crédito al adjudicador para probar cualquier 

hecho, salvo que por ley se disponga otra cosa.  Regla 110 de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, R. 110.   
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IV. 

Considerados los factores de la Regla 40, supra, concluimos 

que debemos denegar el auto solicitado.  No es aconsejable nuestra 

intervención en esta etapa de los procedimientos, lo cual dilataría 

innecesariamente la solución final de este caso. Regla 40(E) y (F) de 

nuestro Reglamento, supra.   

Resaltamos que, luego del correspondiente juicio, y si le 

resultase adverso el fallo, el Acusado estará en libertad de 

reproducir su planteamiento de error en apelación, por lo que 

tampoco estamos ante una situación en la que se requiera nuestra 

intervención, en esta etapa, para evitar un fracaso de la justicia.  

Véase Regla 40(G) de nuestro Reglamento, supra.   

Nuestra conclusión se fortalece al advertirse que los 

planteamientos del Acusado, como bien advirtió el TPI, van dirigidos 

esencialmente al grado de confiabilidad de la identificación 

impugnada, asunto que le compete al juzgador de hechos en el 

correspondiente juicio.  

V. 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el auto de 

certiorari solicitado. 

 Lo acuerda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

   

                                             Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 


